
El Fondo Común Municipal
(FCM) de 2025 supera los $2,8 bi-
llones anuales. Equivale a unos
US$ 3.100 millones. El 59,2% de lo
que lo alimenta proviene del im-
puesto territorial. Y de ese tributo,
diez comunas generan el 38,1% del
total. Solo Las Condes representa
el 8,9%, menciona la Subsecretaría
de Desarrollo Regional (Subdere).

El jefe de la Subdere, Sebas-
tián Figueroa, argumenta que el
efecto municipal de una exen-
ción universal de contribucio-
nes entre adultos mayores, co-
mo plantea el proyecto de ley de
Reconstrucción, es acotado.
“Esta reforma tiene un impacto
muy acotado sobre los ingresos
municipales: en promedio, del
orden de 0,5%, y además está al-
tamente concentrado en un gru-
po reducido de comunas de al-
tos ingresos”, señala. Y en cual-
quier caso, agrega, será com-
pensado. “Las comunas con
menores ingresos y mayor de-
pendencia seguirán protegidas
por el propio mecanismo redis-
tributivo del sistema”, sostiene.

Dónde está el 0,5%

De cada peso recaudado por

impuesto territorial, el 60% va al
FCM y el 40% queda como in-
greso propio permanente (IPP)
del municipio donde está la pro-
piedad. Desde el fondo, ese dine-
ro se redistribuye según un poli-
nomio que considera partes
iguales, pobreza, predios exen-
tos e ingresos propios per cápita,
con sesgo progresivo hacia las
comunas con menos recursos.

Con la exención a mayores de
65 años, Subdere estima una caída
de $122.527 millones en el FCM y
de $75.751millones en los IPP, pa-
ra un total de $198.279 millones.

El 0,5% mencionado por Sub-
dere esconde una dispersión sig-
nificativa. La Reina enfrentaría
un impacto del 9,12% sobre sus
ingresos disponibles; Vitacura,
del 8,23%; Lo Barnechea, del
6,69%. En el otro extremo, La
Florida registraría un impacto
del 1,41% y Concepción del
1,64%. Puente Alto, la comuna
que más recibe del fondo en tér-
minos absolutos, dejaría de reci-
bir cerca de $2 mil millones.

Alcaldes han cuestionado la
propuesta del Ejecutivo. Figue-
roa les responde: “Algunos alcal-
des están instalando alarma y te-
mor, como si el sistema munici-
pal fuera a colapsar, y eso simple-
mente no se condice con los datos

ni con el impacto real”.
El informe financiero del pro-

yecto no fija un monto de com-
pensación. Más bien establece
que la Ley de Presupuestos de ca-
da año deberá contemplar apor-
tes adicionales al FCM.

La proyección de Dipres mues-
tra además que el costo crece sos-
tenidamente. En el primer año de
vigencia, la menor recaudación
del FCM se estima en $56.894
millones y al año 25 es cuatro ve-
ces mayor. A tipo de cambio de
$900, equivale a pasar de US$ 63
millones en el primer año a US$
270 millones en el año 25.

El investigador Dusan Pare-
des (Universidad Católica del
Norte) y coautores, en un estu-
dio sobre el diseño del FCM, cal-
culan que llevar la proporción
de propiedades afectas del 25%
al 75% generaría un sistema más
eficiente y menos dependiente
de unos pocos territorios.

Pablo García, académico de la
UAI, enmarca el proyecto de ley
completo en un escenario de desa-
fío fiscal. “Respecto de la medida
territorial, si uno piensa que bajar
las contribuciones a los adultos
mayores es para aumentar el con-
sumo, hay que entenderlo en un
contexto de carácter político más
que de dignidad”.

Subdere desestima efecto operativo para municipios

La Moneda: “Esta reforma
tiene un impacto muy
acotado sobre los ingresos”

El Gobierno estima que el efecto sobre el FCM alcanza apenas
el 0,5% de los recursos, y será compensado. El impacto, sin
embargo, se distribuye de manera desigual entre comunas.
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El Presidente José Antonio Kast
incluyó en el proyecto de Recons-
trucción una promesa de campa-
ña: eximir a todos los adultos ma-
yores del pago de contribuciones
por su vivienda principal. La pro-
puesta tiene apoyo en las encues-
tas y se debate en el Congreso
ahora mismo. Sin embargo, el
consenso de economistas ha plan-
teado que la idea tiene un serio
problema: como con esos recur-
sos se financia el Fondo Común
Municipal (FCM), la principal
fuente de dinero para que las mu-
nicipalidades provean los servi-
cios a los vecinos, la eliminación
del impuesto territorial en tantos
casos dañaría tales beneficios.
Además, la población está en
franco envejecimiento. Ante ello,
se ha señalado que la respuesta es
mejorar el diseño del instrumen-
to, transparentar su aplicación
por parte del Servicio de Impues-
tos Internos (SII) y eventualmente
focalizarlo más que hoy.

Hasta ahora, no obstante, la evi-
dencia se ha centrado en una línea
general de aritméticas. Una nueva
investigación de economistas aña-
de un cálculo que hasta ahora no
estaba en el debate. Apuntan a que
por cada peso de alivio de un ho-
gar con un adulto mayor que sea
eximido del pago por su vivienda,
el perjuicio será ocho veces mayor
porque su municipalidad no po-
drá proveer los mismos servicios,
aumentará la migración y se redu-
cirán los salarios.

La estimación proviene de un
modelo de equilibrio general es-
pacial calibrado para 330 de las
346 comunas de Chile, desarro-
llado por Dusan Paredes (Uni-
versidad Católica del Norte y Mi-
chigan State University) y Timo-
teo Herrera (UCN). A diferencia
de los análisis que solo miden
cuánto cae la recaudación, este ti-
po de modelo rastrea cómo un
shock fiscal se propaga entre terri-
torios a través de precios, salarios
y decisiones de residencia.

“El problema no es el objetivo
social de apoyar a los adultos ma-
yores. El problema es el instru-
mento elegido: al financiar ese ali-
vio mediante una contracción del
sistema municipal, la política
traslada parte del costo hacia co-
munas con menor capacidad fis-
cal y mayor dependencia del Fon-
do Común Municipal”, dicen Pa-
redes y Herrera en un documento
de política pública de mayo.

La clave está en el FCM, que es
un fondo que se financia sobre
todo con el impuesto territorial
(contribuciones de bienes raí-
ces). Si menos personas pagan,
menos entra al fondo. Así, me-
nos se distribuye entre munici-

pios, incluidos aquellos más po-
bres donde casi no hay adultos
mayores propietarios afectos.

El modelo se basa en un trabajo
de Henkel, Seidel y Suedekum,
de 2021, que se usa como están-
dar para determinar el impacto

de decisiones fiscales en una dis-
tribución territorial. Paredes y
Herrera estiman que la propuesta
del Gobierno reduciría la capaci-
dad operativa municipal en un
4,5% en las 330 comunas analiza-
das, contraería el FCM en torno al

5,2% y produciría una caída de
bienestar territorial. Usando dis-
tintas clavijas, concluyen que ha-
bría una pérdida en servicios mu-
nicipales casi ocho veces mayor
que el ahorro que obtendría el
adulto mayor en su bolsillo.

Quién absorbe el costo

Las comunas más golpeadas
no son las que concentran adul-
tos mayores propietarios, sino las
más dependientes de las transfe-
rencias del FCM. 

Ante una menor oferta de servi-
cios, las personas optarían por
emigrar en el largo plazo. 

Ignacio Irarrázaval, director
del Centro de Políticas Públicas
UC, confirma que los municipios
con menos de 5.000 habitantes
tienen una dependencia del FCM
del 81%; los de hasta 10.000 habi-
tantes, del 77%; el promedio país
es 64%. “El problema es que los
municipios pequeños práctica-
mente no tienen otras fuentes de
ingresos propios —impuesto te-
rritorial, patentes, permisos de
circulación—. No tienen muchas
posibilidades de obtener ingre-
sos por otras fuentes”, señala.

Ignacio Aravena, investigador
de Piensa y académico de la Lon-
don School of Economics (LSE), in-
troduce una distinción. “En el
agregado sí se genera menor bie-
nestar. Pero si uno mira desde un
punto de vista de focalización, este
grupo de personas exentas proba-
blemente puede estar más benefi-
ciado de no pagar contribuciones
que de disfrutar los beneficios so-
ciales”, postula. En ese argumento,
esas personas no van al Cesfam ni
sus hijos asisten a colegios públi-
cos. Pero hecho ese punto, Arave-
na coincide con Paredes y Herrera
en cuestionar la propuesta del Go-
bierno.

Análisis de impacto ante propuesta del Ejecutivo:

La paradoja de adultos mayores 
que pagan contribuciones: 
una exención alivia al principio, 
pero los perjudicaría después
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Por cada peso exento en el impuesto territorial, los municipios perderían ocho en capacidad para financiar
servicios locales, indican investigadores. Incluso crece la probabilidad de un aumento de migración interregional.
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n Gravar más a
las comunas
ricas sería
“ineficiente”
Dusan Paredes, junto a

Alicia Chávez y Sebastián
Cuéllar, tiene otro estudio
enviado a la revista Regional
Science and Urban Economics
que evalúa el diseño actual del
FCM. El sistema hoy grava con
tasas más altas a las comunas
más ricas: Las Condes, Provi-
dencia, Vitacura y Santiago.
Además, solo diez municipios
generan el 45% de toda la
recaudación por impuesto
territorial que alimenta el
fondo. Paredes y sus coautores
simularon miles de combina-
ciones de reglas de contribu-
ción y concluyen que “los
diseños progresivos —en que
los municipios más ricos con-
tribuyen más— no necesaria-
mente mejoran el bienestar”.
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